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Lugar Fecha Hora inicio Hora fin 

Sala “María Victoria Cinto Lapuente” 21/12/2023 09:00 h. 10:00 h. 

 

  

Asistentes  

D. Wenceslao Francisco Olea Godoy Presidente  

D. Álvaro Cuesta Martínez Vocal 

D. Francisco Gerardo Martínez Tristán Vocal 

D. Enrique Lucas Murillo de la Cueva Vocal 

D. Juan Manuel Fernández Martínez Vocal 

D. Juan Martínez Moya Vocal 

D. José María Macías Castaño Vocal 

Dª Laura de Lorenzo Aracama Secretaria 

 

 

Acuerdos alcanzados 

Uno. - Lectura y aprobación del acta de la reunión celebrada el 11 de 

diciembre de 2023. 

Dos. Expediente Disciplinario núm. XXX.- Quedar enterada del acuerdo del 

Promotor de la Acción Disciplinaria por el que incoa expediente disciplinario a 

XXX por la comisión de una falta muy grave, grave o leve de retraso en su 

actuación como Jueza sustituta en el Juzgado X. 

Tres. Expediente Disciplinario núm. XXX.- 1º Imponer a XXX una sanción de 

suspensión de funciones, por tiempo de diez días, por la comisión de una falta 

muy grave del art. 417.15 de absoluta y manifiesta falta de motivación en su 

actuación como titular del Juzgado X 2º No acceder a la petición del expedientado 

de que se declare la firmeza de la sanción una vez sea notificada la resolución 

del acuerdo adoptado por esta Comisión 

Cuatro. Expediente Disciplinario núm. XXX.- Quedar enterada de la 

resolución del acuerdo del Pleno por el que desestima el recurso de alzada 
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Acuerdos alcanzados 

promovido por XXX contra la sanción de multa, por importe de 2000 euros, que 

le fue impuesta por la comisión de una falta grave de retraso como titular del 

Juzgado X. 

La totalidad de los acuerdos fueron aprobados por unanimidad de todos los 

miembros de la Comisión, fijándose la próxima reunión para el día 9 de enero 

de 2024, a las 13:30 h. 

 

 

 

 

Vº Bº Presidente La Secretaria 
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En Madrid, a 21 de diciembre de 2023


La Comisión Disciplinaria del Consejo General del Poder Judicial, integrada


por su Presidente, Excmo. Sr. D. Wenceslao Francisco Olea Godoy, y los Vocales


Excmos. Sres. D. Álvaro Cuesta Martínez, D. Francisco Gerardo Martínez Tristán,


D. Enrique Lucas Murillo de la Cueva, D. Juan Manuel Fernández Martínez, D. Juan


Martínez Moya y D. José María Macías Castaño, ha visto el Expediente Disciplinario


nº XX/2023, instruido contra D. XXX, por su actuación como juez del Juzgado XXX,


por la presunta comisión de la falta disciplinaria prevista en el artículo 417.15 de


la LO 6/1985.


ANTECEDENTES


PRIMERO.- Como consecuencia de la queja interpuesta por D. XXX, interno


del Centro Penitenciario X en el momento de interponer la misma, el Promotor de


la Acción Disciplinaria acordó, en fecha 20 de septiembre de 2023, incoar


expediente disciplinario a D. XXX, por su actuación como juez del Juzgado XXX,


por la presunta comisión de la falta disciplinaria prevista en el artículo 417.15 de


la LO 6/1985, relativa a la absoluta y manifiesta falta de motivación de las


resoluciones judiciales que la precisen.


SEGUNDO. - Notificado el citado acuerdo al interesado se practicaron al


amparo del artículo 425.1 de la expresada Ley Orgánica las actuaciones que se


consideraron necesarias para averiguar los hechos y las responsabilidades


eventualmente derivadas de ellos y que, en su caso, pudieran ser susceptibles de


sanción.


Practicadas las expresadas diligencias se formuló, con fecha 31 de octubre


de 2023, pliego de cargos, con la indicación que la conducta descrita puede


suponer incurrir en una absoluta y manifiesta falta de motivación de las


resoluciones judiciales tipificadas en el número 15 del artículo 417 de dicha Ley


Orgánica 6/1985.
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Evacuando el trámite de audiencia conferido, el Ministerio Fiscal, con fecha


21 de noviembre de 2023 informó que la conducta atribuida al expedientado


constituye una falta disciplinaria muy grave de falta de motivación de las referidas


resoluciones, por la que debe imponérsele una sanción de suspensión por tiempo


de 15 días.


TERCERO. - El Promotor de la Acción Disciplinaria propuso que la falta de


motivación de las resoluciones a las que hace referencia y en las que la Audiencia


Provincial de X hace igualmente hincapié, incurre en la falta disciplinaria muy grave


prevista en el art. 417.15 LOPJ, por la que procede imponer la sanción de


suspensión de funciones por tiempo de 10 días.


CUARTO. - En la tramitación del presente expediente disciplinario se han


observado las prescripciones legales establecidas.


HECHOS PROBADOS


PRIMERO. – D. XXX, siendo juez titular del Juzgado XXX, dictó el 4 de julio


de 2022, en los autos de diligencias previas núm. X/2022, Auto por el cual


desestimaba íntegramente la petición de libertad formulada por la defensa del


investigado, manteniendo íntegramente el contenido del Auto de prisión


provisional de 7 de enero de 2022.


SEGUNDO. - Dicho pronunciamiento fue revocado por Auto de 26 de


octubre de 2022, dictado por la Sección 20ª de la Audiencia Provincial de X, en el


que se instaba al Juez de Instrucción a que dictase nuevo Auto, debidamente


motivado.


Decía dicho pronunciamiento:


“… Esa argumentación es vacía pues no se especifica ninguna diligencia


sumarial y menos aún cuáles fueron las que de forma generalizada habían


permitido recabar los indicios de criminalidad contra el investigado al efecto de
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mantener su situación personal, lo que nos lleva a entender que el auto apelado


estuvo inmotivado”.


(…)


“La incongruencia procesal y la falta de motivación al no darse una respuesta


concreta a la petición de la parte nos impide conocer las razones que llevaron al


juez de instancia a dictar la resolución recurrida y, en consecuencia, no podemos


efectuar la función revisora y de control propia de esta segunda instancia.”


TERCERO. - Recibida las actuaciones en el Juzgado de Primera Instancia e


Instrucción del que el expedientado es titular, y una vez que le fue dada cuenta


de lo resuelto en segunda instancia, procedió a dictar un nuevo Auto.


Dicho pronunciamiento, de fecha 16 de noviembre de 2022, tiene idéntico


contenido -en lo que a su fundamentación se refiere- que el Auto revocado, de 4


de julio de 2022. Solamente modifica su parte dispositiva en el sentido de emplear


“desestimar la petición de la defensa” en lugar de “desestimar el recurso”.


CUARTO.- Por Auto de 22 de febrero de 2023, la Audiencia Provincial


resolvió el nuevo recurso de apelación interpuesto contra el de 16 de noviembre


de 2022, acordando dejarlo sin efecto “por ser idéntico al auto de fecha 4 de julio


de 2022 (que dejamos sin efecto para que el juez dictara nuevo auto motivado)


dictados ambos por el Juzgado X en las diligencias arriba referidas contra el que


ha interpuesto recurso de apelación la representación de XXX, para que el Juez de


instancia a la mayor brevedad dicte nuevo auto motivado dando respuesta


concreta a la petición de libertad provisional de la representación de XXX articulada


a través del escrito fechado el día 19 de mayo de 2022”.


Al respecto de la motivación de la resolución recurrida, dicho Tribunal dijo


lo siguiente:


“Nos encontramos con que en el auto ahora apelado de fecha 16 de


noviembre de 2022, al margen de retirar la palabra “recurso” y cambiarla por
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“petición formulada por la representación procesal del investigado” reproduce


textualmente el contenido del Fundamento de derecho Primero del auto de fecha


4 de julio de 2022 que consideramos que suponía una ausencia total de


motivación.


Se reproduce incluso que restaban por practicar diligencias de utilidad que


no se citan, cuando habían transcurrido más de cuatro meses de la fase de


instrucción entre el auto de 4 de julio de 2022 y el auto de fecha 16 de noviembre


de 2022.”.


(…)


La incongruencia procesal y la falta de motivación al no darse una respuesta


concreta a la petición de la parte nos impide conocer las razones que llevaron al


juez distancia a dictar la resolución recurrida y, en consecuencia, no podemos


efectuar la función revisora y de control propia de esta segunda instancia.”.


(…)


“El Juzgado sigue sin dar respuesta a la parte acerca de la petición de


libertad provisional y debemos recordar que tanto el auto por el que se decreta la


prisión provisional, como los sucesivos autos que respecto de la situación personal


del investigado se dicten avanzada la instrucción, deben tener la debida motivación


en aras del cumplimiento del derecho a la tutela judicial efectiva, de lo que adolece


el auto apelado”.


FUNDAMENTOS DE DERECHO


PRIMERO. - Los hechos relatados anteriormente son constitutivos de una


infracción disciplinaria muy grave prevista en el artículo 417.15 de la LOPJ,


consistentes en “la absoluta y manifiesta falta de motivación de las resoluciones


judiciales que la precisen, siempre que dicha falta haya sido apreciada en


resolución judicial firme”.


SEGUNDO. - Lo primero que procede remarcar cuando se trata de la


referida falta disciplinaria es que se trata de una infracción muy grave, porque se


corresponde con el incumplimiento del deber que impone directamente el artículo
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120 de la Constitución, por el que las sentencias serán siempre motivadas y se


pronunciarán en audiencia pública.


Aun cuando dicho precepto se refiera solo a las sentencias, el Tribunal


Constitucional siempre ha estimado que los autos judiciales, en especial los


dictados en procedimientos penales se hallan abarcados por la garantía


constitucional de motivación de las sentencias (por ejemplo, STC 41/1982,


56/1987, 8/1990, 13/1994,41/1996, 55/1999, 126/2000, 299/2000 y 110/2003).


Es más, a los efectos que importan aquí, no debe olvidarse que las presentes faltas


disciplinarias no excluyen de su descripción normativa a los autos, por cuanto se


refiere a "la absoluta y manifiesta falta de motivación de las resoluciones judiciales


que la precisen...”.


Esto es así por cuanto la potestad jurisdiccional que ejercen los Juzgados y


Tribunales precisa esencialmente de la motivación. Sin ella, sin la exteriorización


en sus sentencias y autos del itinerario racional que han seguido para dirimir la


controversia sometida a su enjuiciamiento a partir de los hechos y fundamentos


jurídicos expuestos en el proceso, no sólo quedarían las partes privadas de la


posibilidad de combatir, mediante los recursos previstos por las leyes, las


decisiones que les perjudiquen. Además, la total falta de una explicación adecuada


de la razón de decidir impediría distinguir la aplicación judicial del Derecho de la


simple arbitrariedad. En este mismo sentido, la STC 55/1987 y 232/1997 expresan


que <<Sólo la motivación razonada y suficiente (cabe una motivación sucinta)


permite el ejercicio del derecho a la tutela judicial, porque una motivación no


razonada, arbitraria o radicalmente contradictoria, en sí misma, o en relación con


las pretensiones de las partes, es equivalente, en definitiva, a una verdadera


denegación de justicia, a una no respuesta judicial>>.


La jurisdicción confiada al Poder Judicial requiere la independencia,


imparcialidad y responsabilidad de quien la ejerce, que tenga lugar en el marco de


un proceso público con todas las garantías para las partes, se ajuste a la


Constitución y al resto del ordenamiento jurídico en la decisión en que se concreta
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y que se haya de manifestar a través de sentencias motivadas. Sin cualquiera de


estos presupuestos se desnaturaliza el Estado de Derecho y, en particular, la falta


de motivación de las resoluciones judiciales que la requieren no sólo abre la puerta


a la arbitrariedad judicial y crea indefensión a las partes. También deslegitima a


los Juzgados y Tribunales porque priva a los ciudadanos del conocimiento de las


razones que, en Derecho, imponen un determinado fallo. Por eso, puede decirse


que, en realidad, en nuestro ordenamiento constitucional, sin motivación no hay


jurisdicción.


TERCERO.- Remarcada la relevancia que en un Estado de Derecho tiene la


motivación de las resoluciones judiciales, cabe igualmente resaltar que el ámbito


de la presente infracción disciplinaria reside únicamente en la radical ausencia de


toda fundamentación, entendida en sentido formal y sustancial: esta es, la que se


produce cuando en el texto de una sentencia o de un auto, con independencia de


su extensión, no se encuentra la razón que conduce al fallo o que lleva a establecer


los presupuestos de los que depende directamente.


De esta manera, la Sentencia de 2 de noviembre de 2009 TS3ª (recurso


611/2007), que reproduce lo ya dicho en la anterior de 2 de marzo de 2009


(recurso 564/2007), determina y concreta el tipo señalando: la falta de motivación


del artículo 417.15 no se corresponde con el vicio o defecto suficiente para fundar


la anulación de una sentencia. No estamos ante un concepto de técnica procesal


referible al silencio sobre alguna pretensión, es decir, a la mera incongruencia


omisiva. Cuando se habla de "absoluta y manifiesta falta de motivación" se está


contemplando otra cosa, algo cualitativamente distinto: la radical ausencia de toda


fundamentación. Ausencia entendida, no sólo en sentido formal, sino sustancial. O


sea, la que se produce cuando en el texto de una sentencia o de un auto, con


independencia de su extensión, no se encuentra la ratio decidendi que conduce al


fallo o que lleva a establecer los presupuestos de los que depende directamente.


En otras palabras, la que se da cuando no cuenta con la motivación que debe


contener, la que trae causa del debate procesal desarrollado ante el juez.
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Por tanto, la conducta castigada por el artículo 417.15 de la Ley Orgánica


del Poder Judicial, consiste en no ofrecer ninguna explicación de por qué se


resuelve de un modo y no de otro a partir de los resultados del proceso. A eso se


refiere el calificativo "absoluta". Esa nota distintiva, sin embargo, no basta. La falta


de motivación, además de absoluta ha de ser "manifiesta". Este término potencia


al anterior pues significa que es ostensible que la resolución no ofrece las claves


de la decisión en la que culmina, que no depende de operaciones interpretativas


advertirlo>>. Doctrina jurisprudencial reiterada en Sentencias de 2 de julio de


2012, 1 de abril de 2014 y 29 de abril de 2015 TS3ª (recurso 3541/2011, 24/2013


y 334/2013).


Una última precisión es necesaria, pues para justificar la actuación


sancionadora por esta infracción muy grave en una resolución que la exija no es


suficiente con que carezca absoluta y manifiestamente de motivación. Hace falta


además que concurra el requisito de procedibilidad que contempla el tipo infractor;


este es, que si la resolución es recurrible se aprecie tal defecto esencial, siendo


éste precisamente el momento que marca el día inicial del cómputo de la


prescripción de la falta (Sentencias 2 de noviembre de 2009 y 29 de abril de 2015


TS3ª citadas). Y, si no lo es, que medie denuncia de las partes. Así, pues, el


Consejo General del Poder Judicial nunca puede proceder de oficio ni, tampoco, a


instancia de terceros en el primer caso y, en el segundo, únicamente podrá hacerlo


si lo piden quienes tienen la condición procesal de parte.


A modo de conclusión de todo lo que se ha venido exponiendo, el deber de


motivación de las resoluciones judiciales no impone una determinada extensión o


un cierto modo de razonar, sino que debe ser la que en cada caso se estime


suficiente y adecuada para permitir conocer los criterios fundamentadores de la


decisión


CUARTO.- Haciendo aplicación de lo anterior al caso, aparece, que el auto


dictado en fecha 16 de noviembre de 2022, tras ser revocado el anterior, de fecha


4 de julio de 2022, por auto de la Audiencia Provincial de X de fecha 26 de octubre
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de 2022, precisamente por falta absoluta de motivación, sigue adoleciendo de un


radical defecto de motivación, ya que faltan en él los razonamientos


imprescindibles sobre los concretos hechos y pruebas en que descansa la parte


dispositiva, tal como afirmó la Audiencia Provincial de X al conocer los recursos de


apelación interpuestos contra los mismos. De esta manera, puede afirmarse que


dicha falta de motivación resulta “absoluta”, al no ofrecer ninguna explicación de


por qué se resuelve de un modo y no de otro a partir de los resultados del proceso


y “manifiesta”, al resultar ostensible que las resoluciones dictadas por el Juez no


ofrecen las claves de la decisión en las que culmina, ya que tiene como único


sustento aquel relato de abstracta consideración, que permitiría de igual manera


llegar a un resultado o a su contrario.


En todos aquellos casos se trata de formularios abstractos, radicalmente


carentes de especificidad alguna, que precisamente por no razonar nada permitiría


su utilización en cualquier proceso penal, sea cual fuera su objeto y cuestiones


concernidas. Y si bien el empleo de modelos estereotipados y de formularios,


necesarios en términos de operatividad y siempre orientados a lograr una tutela


judicial eficaz, no debe entenderse en modo alguno como inobservancia del


apuntado deber de motivación, ello lo es siempre y cuando que el empleo de dicha


técnica se adapte a las particularidades del caso en cuestión y proporcione una


respuesta adecuada a las pretensiones planteadas en cada caso. Esto por cuanto,


en palabras de la STC 74/1990, reiteradas en STC 97/1996, 188/1999 y 9/2003,


la utilización de impresos <<Es constitucionalmente admisible siempre que la


resolución jurisdiccional esté suficientemente motivada y que atienda


congruentemente al núcleo de las pretensiones de las partes>>, que es


precisamente lo que aquí no sucede, conforme fue apreciado por la Audiencia


Provincial al conocer de cada uno de los recursos de apelación interpuestos contra


estas resoluciones.


QUINTO. - Abundando en esta cuestión, la Sentencia de 2 de julio de 2012


TS3ª (citada) declara que <<la apreciación de esa circunstancia la confía la Ley
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Orgánica, cuando la resolución es impugnable, al tribunal encargado de conocer


de ella en vía de recurso que es, precisamente, lo que ha sucedido aquí. Y a ese


juicio hemos de estar salvo que fuera claramente equivocado, cosa que no sucede


en este caso pues la motivación que no puede faltar es, justamente, la que conduce


a la decisión y el auto no la ofrece, aunque sí contenga otra distinta>>.


En definitiva, si bien el deber de motivación de las resoluciones judiciales no


impone una determinada extensión o un cierto modo de razonar, sí ha de ser la


suficiente y adecuada para permitir en cada caso conocer los criterios


fundamentadores de la decisión y resulta con evidencia que los autos dictados por


D.XXX, no ofrecieron los hechos esenciales y los razonamientos jurídicos básicos


y, por último, prescindieron de manera absoluta y clamorosa de las


particularidades propias del supuesto controvertido, todo esto en los términos


declarados por la superioridad en las resoluciones firmes y esta Comisión


Disciplinaria acaba de reseñar.


SEXTO. -Procede determinar, seguidamente, la sanción que debe


imponerse en este caso.


A los indicados efectos es preciso señalar que, según las sentencias


de la Sala Tercera de 17 de noviembre de 2009, 20 de abril de 2010 y 31 de marzo


de 2011, el principio de proporcionalidad de las sanciones requiere que la


discrecionalidad que se otorga a la Administración sancionadora para su concreta


aplicación se desarrolle ponderando y sopesando correctamente las específicas


circunstancias del caso en cuestión, con el fin de lograr la debida y necesaria


adecuación entre los hechos imputados y la responsabilidad exigida, de suerte que


toda sanción debe determinarse en congruencia directa con la entidad de la


infracción cometida y las particularidades fácticas y objetivas del supuesto


sancionado.


La precisa graduación de la sanción que haya de imponerse debe llevarse a


cabo en forma razonada y con arreglo a criterios que tomen en consideración los
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diversos factores concurrentes, como son la existencia de intencionalidad o


reiteración, la naturaleza de los perjuicios causados, la mayor o menor relevancia


de su comportamiento, los indicadores de resolución de asuntos por parte del


expedientado, el carácter reiterado o esporádico de la infracción, el tiempo más o


menos reciente de incorporación del expedientado a la Carrera Judicial y la


perturbación producida en el funcionamiento del órgano judicial y, en definitiva,


todas las circunstancias de signo favorable o desfavorable que deriven de los datos


existentes en el expediente. Circunstancias todas estas que denotan la casuística


con la que debe ser abordada la imposición de una sanción por las presentes faltas


disciplinarias.


Pues bien, a este efecto de la individualización de la sanción a la real entidad


de la infracción, debe considerarse la existencia de una resolución carente de


absoluta motivación, así como el carácter injustificado de dicha transgresión,


cuando, además, ya había sido puesta de manifiesto dicha ausencia en auto de


fecha 26 de octubre por parte de la Audiencia Provincial. Es únicamente una


resolución no motivada por la que se sanciona, pero no podemos obviar que el


juez dictó un primer auto en fecha 4 de julio de 2022, también carente de


fundamentación y fue apercibido por la Audiencia, haciendo caso omiso al


requerimiento de motivación. Además, el tipo de resolución que no fue motivada


requería de manera especial de dicha motivación, no solo porque así lo exija la


ley, sino por su naturaleza, ámbito y finalidad.


Al encontrarnos ante la comisión de una falta muy grave, las posibles


sanciones a imponer podrían ser el traslado forzoso, la suspensión o la separación


del servicio. En el presente caso, se estima adecuado imponer al expedientado la


sanción de suspensión de 10 días. Se considera por esta Comisión que la misma


guarda la adecuada proporción y proporcionalidad con la gravedad de los hechos


objeto de este procedimiento disciplinario, habida cuenta de la reiteración en la


conducta y de que no se impone la máxima de las sanciones posibles ni nos


encontramos si quiera en la horquilla de la sanción más elevada dentro del marco
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posible de imponer, conforme al artículo 420 de la LOPJ, hasta tres años de


suspensión.


SÉPTIMO. - Por último, en cuanto a la petición del expedientado de declarar


la firmeza de la resolución por no tener intención de recurrirla, no puede accederse


a ello, toda vez que debe pasar el plazo legalmente establecido ya que podría ser


el propio Ministerio Fiscal quien interpusiera el oportuno recurso.


En atención a lo expuesto, y vistos los preceptos citados y demás de general


aplicación, la Comisión Disciplinaria, en su reunión del día 21 de diciembre de


2023, y por unanimidad,


ACUERDA


Imponer a. D. X, por su actuación como juez del Juzgado XXX, la sanción


de suspensión por tiempo de 10 días, como responsable de una falta disciplinaria


muy grave prevista en el artículo 417.15 de la Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio,


del Poder Judicial.


Notifíquese este acuerdo al interesado y al Excmo. Sr. Fiscal General del


Estado, advirtiéndoles que contra el presente acuerdo podrá, en su caso,


interponer recurso de alzada ante el Pleno del Consejo General del Poder Judicial


en el plazo de un mes a contar desde el día siguiente a la notificación.


Comunicar el presente acuerdo al denunciante, a la Jefatura del Servicio de


Inspección del Consejo General del Poder Judicial, y al Excmo. Sr. Presidente del


Tribunal Superior de Justicia de X y remítase nota al Servicio de Personal Judicial


de este Consejo General del Poder Judicial.


Fdo. Excmo. Sr. D. Wenceslao Francisco Olea Godoy





